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juntas directivas de los colegios de notarios, el Consejo 
del Notariado, la Junta de Decanos de los Colegios de 
Notarios del Perú y la Unión Internacional del Notariado 
Latino.

l) Proporcionar de manera actualizada y 
permanente de preferencia por vía telemática o en 
medios magnéticos los datos e información que 
le soliciten su colegio y el Consejo del Notariado. 
Asimismo suministrar información que los diferentes 
poderes del Estado pudieran requerir y siempre que 
no se encuentren prohibidos por ley.

m) Otorgar todas las facilidades que dentro de la ley 
pueda brindar a la inversión nacional y extranjera en el 
ejercicio de sus funciones.

n) Cumplir con las funciones que le correspondan en 
caso de asumir cargos directivos institucionales; y,

ñ) Aceptar y brindar las facilidades para las visitas de 
inspección que disponga tanto su Colegio de Notarios, 
el Tribunal de Honor y el Consejo del Notariado en el 
correspondiente oficio notarial.

o) Aceptar y brindar las facilidades para las visitas de 
inspección que disponga tanto su Colegio de Notarios, 
el Tribunal de Honor y el Consejo del Notariado en el 
correspondiente oficio notarial, así como la Unidad de 
Inteligencia Financiera.

p) Cumplir con todas las normas pertinentes en 
materia de prevención del lavado de activos y del 
financiamiento del terrorismo, conforme a la legislación 
de la materia.

(…)

“Artículo 54.- Contenido de la Introducción
La introducción expresará:

a) Lugar y fecha de extensión del instrumento.
b) Nombre del notario.
c) Nombre, nacionalidad, estado civil, domicilio y 

profesión u ocupación de los otorgantes; seguida de la 
indicación que proceden por su propio derecho.

d) El documento nacional de identidad - DNI, los 
documentos de identidad o de viaje determinados 
para la identificación de extranjeros en el territorio 
nacional conforme a la normatividad sobre la materia, 
y la verificación de la respectiva categoría y calidad 
migratorias vigentes que lo autorice a contratar.

e) La circunstancia de intervenir en el instrumento 
una persona en representación de otra, con indicación 
del documento que lo autoriza.

f) La circunstancia de intervenir un intérprete en el 
caso de que alguno de los otorgantes ignore el idioma 
en el que se redacta el instrumento.

g) La indicación de intervenir una persona, llevada 
por el otorgante, en el caso de que éste sea analfabeto, 
no sepa o no pueda firmar, sea ciego o tenga otro 
defecto que haga dudosa su habilidad, sin perjuicio 
de que imprima su huella digital. A esta persona no le 
alcanza el impedimento de parentesco que señala esta 
Ley para el caso de intervención de testigos.

h) La fe del notario de la capacidad, libertad y 
conocimiento con que se obligan los otorgantes.

i) La indicación de extenderse el instrumento con 
minuta o sin ella; y,

j) Cualquier dato requerido por ley, que soliciten los 
otorgantes o que sea necesario a criterio del notario.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA
DEROGATORIA

ÚNICA.- Normas derogadas
A partir de la entrada en vigencia de la presente norma 

se derogan el Decreto Legislativo Nº 703 que promulga 
la Ley de Extranjería; el Decreto Legislativo Nº 1043, 
Decreto Legislativo que modifica la Ley de Extranjería; 
el Decreto Legislativo Nº 1236, Decreto Legislativo de 
Migraciones y toda norma que se oponga al presente 
Decreto Legislativo.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los seis días 
del mes de enero del año dos mil diecisiete.

PEDRO PABLO KUCZYNSKI GODARD
Presidente de la República

FERNANDO ZAVALA LOMBARDI
Presidente del Consejo de Ministros

CARLOS BASOMBRIO IGLESIAS
Ministro del Interior

1471551-2

decreto legislativo
nº 1351

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

POR CUANTO: 

Que, mediante Ley N° 30506, “Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia 
de reactivación económica y formalización, seguridad 
ciudadana, lucha contra la corrupción, agua y saneamiento 
y reorganización de Petroperú S.A.”, el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad 
de legislar en materia de seguridad ciudadana, por el 
término de noventa (90) días calendario; 

Que, en este sentido, el literal a) del inciso 2 del 
artículo 2 del citado dispositivo legal, establece la 
facultad de legislar a efectos de establecer precisiones 
y modificaciones normativas a la legislación penal, 
procesal penal y de ejecución penal, en particular en 
lo que respecta a la tipificación de nuevos delitos o 
agravantes;

Que, resulta necesario realizar ajustes normativos que 
fortalezcan la censura penal de algunas circunstancias 
conflictivas que atentan gravemente al bienestar de las 
personas y la convivencia social, para lo cual es necesario 
generar nuevos espacios de sanción penal, siempre 
respetando su carácter excepcional; 

De conformidad con lo establecido en el literal a) del 
inciso 2 del artículo 2 de la Ley N° 30506 y el artículo 104 
de la Constitución Política del Perú; 

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; 
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República; 
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

DECRETO LEGISLATIVO QUE MODIFICA EL 
CÓDIGO PENAL A FIN DE FORTALECER LA 

SEGURIDAD CIUDADANA

Artículo 1.- Objeto de la norma
La presente norma modifica el Código Penal con 

el objeto de mejorar la técnica legislativa y los criterios 
normativos de algunos tipos penales para contribuir a 
la mejora de la tutela penal de la integridad personal, 
el patrimonio, la correcta administración pública y la 
estabilidad del medio ambiente.

Artículo 2.- Modificación de los artículos 25, 57, 58, 
64, 102, 105, 128, 196-A, 301, 304, 307-A, 320 y 321 del 
Código Penal

Modifícanse los artículos 25, 57, 58, 64, 102, 105, 128, 
196-A, 301, 304, 307-A, 320 y 321 del Código Penal en 
los siguientes términos:

“Artículo 25.- Complicidad primaria y complicidad 
secundaria

El que, dolosamente, preste auxilio para la realización 
del hecho punible, sin el cual no se hubiere perpetrado, 
será reprimido con la pena prevista para el autor.

A los que, de cualquier otro modo, hubieran 
dolosamente prestado asistencia se les disminuirá 
prudencialmente la pena.

El cómplice siempre responde en referencia al hecho 
punible cometido por el autor, aunque los elementos 
especiales que fundamentan la penalidad del tipo legal no 
concurran en él.”
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“Artículo 57.- Requisitos
El juez puede suspender la ejecución de la pena 

siempre que se reúnan los requisitos siguientes:

1. Que la condena se refiera a pena privativa de 
libertad no mayor de cuatro años.

2. Que la naturaleza, modalidad del hecho punible, 
comportamiento procesal y la personalidad del agente, 
permitan inferir al juez que aquel no volverá a cometer 
un nuevo delito. El pronóstico favorable sobre la conducta 
futura del condenado que formule la autoridad judicial 
requiere de debida motivación.

3. Que el agente no tenga la condición de reincidente 
o habitual.

El plazo de suspensión es de uno a tres años.
La suspensión de la ejecución de la pena es inaplicable 

a los funcionarios o servidores públicos condenados por 
cualquiera de los delitos dolosos previstos en los artículos 
384, 387, segundo párrafo del artículo 389, 395, 396, 399, 
y 401 del Código.”

“Artículo 58.- Reglas de conducta
Al suspender la ejecución de la pena, el juez impone 

las siguientes reglas de conducta que sean aplicables al 
caso: 

(…)
9. Obligación de someterse a un tratamiento 

psicológico o psiquiátrico.”

“Artículo 64.- Reglas de conducta
Al disponer la reserva del fallo, el juez impone de 

manera debidamente motivada las siguientes reglas de 
conducta que resulten aplicables al caso:

(…)
9. Obligación de someterse a un tratamiento 

psicológico o psiquiátrico.”

“Artículo 102.- Decomiso de bienes provenientes 
del delito

El juez, siempre que no proceda el proceso autónomo 
de pérdida de dominio previsto en el Decreto Legislativo 
1104, resuelve el decomiso de los instrumentos con que 
se hubiere ejecutado el delito, aun cuando pertenezcan 
a terceros, salvo cuando estos no hayan prestado su 
consentimiento para su utilización. Los objetos del delito 
son decomisados cuando, atendiendo a su naturaleza, 
no corresponda su entrega o devolución. Asimismo, 
dispone el decomiso de los efectos o ganancias del 
delito, cualesquiera sean las transformaciones que estos 
hubieren podido experimentar. El decomiso determina el 
traslado de dichos bienes a la esfera de titularidad del 
Estado.

El juez también dispone el decomiso de los bienes 
intrínsecamente delictivos, los que serán destruidos.

Cuando los efectos o ganancias del delito se hayan 
mezclado con bienes de procedencia lícita, procede el 
decomiso hasta el valor estimado de los bienes ilícitos 
mezclados, salvo que los primeros hubiesen sido 
utilizados como medios o instrumentos para ocultar o 
convertir los bienes de ilícita procedencia, en cuyo caso 
procederá el decomiso de ambos tipos de bienes.

Si no fuera posible el decomiso de los efectos 
o ganancias del delito porque han sido ocultados, 
destruidos, consumidos, transferidos a tercero de buena 
fe y a título oneroso o por cualquier otra razón análoga, 
el juez dispone el decomiso de los bienes o activos de 
titularidad del responsable o eventual tercero por un 
monto equivalente al valor de dichos efectos y ganancias.”

“Artículo 105.- Medidas aplicables a las personas 
jurídicas

Si el hecho punible fuere cometido en ejercicio de la 
actividad de cualquier persona jurídica o utilizando su 
organización para favorecerlo o encubrirlo, el Juez deberá 
aplicar todas o algunas de las medidas siguientes:

(…)
5. Multa no menor de cinco ni mayor de quinientas 

unidades impositivas tributarias. 
(...)”

“Artículo 128.- Exposición a peligro de persona 
dependiente

El que expone a peligro la vida o la salud de una 
persona colocada bajo su autoridad, dependencia, 
tutela, curatela o vigilancia, sea privándola de alimentos 
o cuidados indispensables, sea abusando de los medios 
de corrección o disciplina, o cualquier acto análogo, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de uno 
ni mayor de cuatro años.

En los casos en que el agente tenga vínculo de 
parentesco consanguíneo o la víctima fuere menor de 
catorce años de edad, la pena será privativa de libertad 
no menor de dos ni mayor de cuatro años.

Si se produce lesión grave o muerte de la víctima, la 
pena será no menor de cuatro ni mayor de ocho años.”

“Artículo 196-A.- Estafa agravada
La pena será privativa de libertad no menor de cuatro 

ni mayor de ocho años y con noventa a doscientos días-
multa, cuando la estafa:

1. Se cometa en agravio de menores de edad, 
personas con discapacidad, mujeres en estado de 
gravidez o adulto mayor.

2. Se realice con la participación de dos o más 
personas.

3. Se cometa en agravio de pluralidad de víctimas.
4. Se realice con ocasión de compra-venta de 

vehículos motorizados o bienes inmuebles.
5. Se realice para sustraer o acceder a los datos de 

tarjetas de ahorro o de crédito, emitidos por el sistema 
financiero o bancario.

6. Se realice con aprovechamiento de la situación de 
vulnerabilidad de la víctima.

“Artículo 301.- Coacción al consumo de droga
El que, subrepticiamente, o con violencia o intimidación, 

hace consumir a otro una droga, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de cinco ni mayor de ocho 
años y con noventa a ciento ochenta días-multa.

Si el delito se comete en agravio de menores de 
edad, personas con discapacidad, mujeres en estado de 
gravidez o adulto mayor, la pena será no menor de ocho 
ni mayor de doce años y de ciento ochenta a trescientos 
sesenticinco días-multa.

Si se produce afectación grave a la salud física o 
mental de la víctima, la pena será no menor de doce ni 
mayor de quince años.”

“Artículo 304.- Contaminación del ambiente
El que, infringiendo leyes, reglamentos o límites 

máximos permisibles, provoque o realice descargas, 
emisiones, emisiones de gases tóxicos, emisiones 
de ruido, filtraciones, vertimientos o radiaciones 
contaminantes en la atmósfera, el suelo, el subsuelo, 
las aguas terrestres, marítimas o subterráneas, que 
cause o pueda causar perjuicio, alteración o daño grave 
al ambiente o sus componentes, la calidad ambiental o 
la salud ambiental, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de cuatro años ni mayor de seis años y 
con cien a seiscientos días-multa. 

Si el agente actuó por culpa, la pena será privativa de 
libertad no mayor de tres años o prestación de servicios 
comunitarios de cuarenta a ochenta jornadas.”

“Artículo 307-A.- Delito de minería ilegal
El que realice actividad de exploración, extracción, 

explotación u otro acto similar de recursos minerales 
metálicos y no metálicos sin contar con la autorización de 
la entidad administrativa competente que cause o pueda 
causar perjuicio, alteración o daño al ambiente y sus 
componentes, la calidad ambiental o la salud ambiental, 
será reprimido con pena privativa de libertad no menor 
de cuatro ni mayor de ocho años y con cien a seiscientos 
días-multa.

La misma pena será aplicada al que realice actividad 
de exploración, extracción, explotación u otro acto similar 
de recursos minerales metálicos y no metálicos que se 
encuentre fuera del proceso de formalización, que cause 
o pueda causar perjuicio, alteración o daño al ambiente 
y sus componentes, la calidad ambiental o la salud 
ambiental.
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Si el agente actuó por culpa, la pena será privativa de 
libertad, no mayor de tres o con prestación de servicios 
comunitarios de cuarenta a ochenta jornadas.”

“Artículo 320.- Desaparición forzada de personas
El funcionario o servidor público, o cualquier 

persona con el consentimiento o aquiescencia de 
aquel, que de cualquier forma priva a otro de su 
libertad y se haya negado a reconocer dicha privación 
de libertad o a dar información cierta sobre el destino 
o el paradero de la víctima, es reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de quince ni mayor de 
veinte años.

La pena privativa de libertad es no menor de veinte ni 
mayor de veinticinco años, cuando la víctima:

a. Tiene menos de dieciocho años o es mayor de 
sesenta años de edad.

b. Padece de cualquier tipo de discapacidad.
c. Se encuentra en estado de gestación.”

“Artículo 321.- Tortura
El funcionario o servidor público, o cualquier persona 

con el consentimiento o aquiescencia de aquel, que inflige 
dolores o sufrimientos graves, sean físicos o mentales, a 
otra persona o la somete a cualquier método tendente a 
menoscabar su personalidad o disminuir su capacidad 
mental o física, es reprimido con pena privativa de libertad 
no menor de ocho ni mayor de catorce años.

La pena privativa de libertad es no menor de quince ni 
mayor de veinte años, cuando la víctima:

a. Resulte con lesión grave.
b. Tiene menos de dieciocho años o es mayor de 

sesenta años de edad.
c. Padece de cualquier tipo de discapacidad.
d. Se encuentra en estado de gestación.
e. Se encuentra detenida o recluida, y el agente abusa 

de su condición de autoridad para cometer el delito.

Si se produce la muerte de la víctima y el agente pudo 
prever ese resultado, la pena privativa de libertad es no 
menor de veinte ni mayor de veinticinco años.”

Artículo 3.- Incorporación de los artículos 395-A, 
395-B, 398-A, 398-B y 438-A en el Código Penal 

Incorpóranse los artículos 395-A, 395-B, 398-A, 398-B 
y 438-A en el Código Penal en los siguientes términos:

“Artículo 395-A.- Cohecho pasivo propio en el 
ejercicio de la función policial 

El miembro de la Policía Nacional que acepta o recibe 
donativo, promesa o cualquier otra ventaja o beneficio, 
para sí o para otro, para realizar u omitir un acto en violación 
de sus obligaciones derivadas de la función policial o el 
que las acepta a consecuencia de haber faltado a ellas, 
será sancionado con pena privativa de libertad no menor 
de cinco ni mayor de diez años e inhabilitación conforme 
a los incisos 1, 2 y 8 del artículo 36.

El miembro de la Policía Nacional que solicita, directa 
o indirectamente, donativo, promesa o cualquier otra 
ventaja o beneficio, para realizar u omitir un acto en 
violación de sus obligaciones derivadas de la función 
policial o a consecuencia de haber faltado a ellas, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis 
ni mayor de diez años e inhabilitación conforme a los 
incisos 1, 2 y 8 del artículo 36 del Código Penal.

El miembro de la Policía Nacional que condiciona su 
conducta funcional a la entrega o promesa de donativo 
o cualquier otra ventaja o beneficio, será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor de ocho ni mayor de 
doce años e inhabilitación conforme a los incisos 1, 2 y 8 
artículo 36 del Código Penal.”

“Artículo 395-B.- Cohecho pasivo impropio en el 
ejercicio de la función policial 

El miembro de la Policía Nacional que acepta o recibe 
donativo, promesa o cualquier otra ventaja o beneficio 
indebido para realizar u omitir un acto propio de su 
función, sin faltar a su obligación, o como consecuencia 
del acto ya realizado u omitido, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de siete 

años e inhabilitación conforme a los incisos 1, 2 y 8 del 
artículo 36.

El miembro de la Policía Nacional que solicita, directa 
o indirectamente, donativo, promesa o cualquier otra 
ventaja indebida para realizar u omitir un acto propio de su 
función, sin faltar a su obligación, o como consecuencia 
del acto ya realizado u omitido, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de cinco ni mayor de ocho 
años e inhabilitación conforme a los incisos 1, 2 y 8 del 
artículo 36.”

“Artículo 398-A.- Cohecho activo en el ámbito de 
la función policial 

El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o promete 
a un miembro de la Policía Nacional donativo o cualquier 
ventaja o beneficio para que realice u omita actos en 
violación de sus obligaciones derivadas de la función 
policial, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de cuatro ni mayor de ocho años.

El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o promete 
a un miembro de la Policía Nacional donativo o cualquier 
ventaja o beneficio para que realice u omita actos propios 
de la función policial, sin faltar a las obligaciones que 
se derivan de ella, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de tres ni mayor de seis años.”

“Artículo 398-B.- Inhabilitación
En los supuestos del artículo 398-A, cuando el agente 

corrompa a un miembro de la Policía Nacional en el ejercicio 
sus funciones, siempre que éstas correspondan al tránsito 
o seguridad vial, se le impondrá además inhabilitación 
consistente en la cancelación o incapacidad definitiva, según 
sea el caso, para obtener autorización para conducir, de 
conformidad con el inciso 7 del artículo 36.”

“Artículo 438-A.- Falsedad genérica agravada
El que otorgue, expida u oferte certificados, diplomas 

u otras constancias que atribuyan grado académico, título 
profesional, título de segunda especialidad profesional, 
nivel de especialización u otra capacidad análoga, sin que 
el beneficiario haya llevado efectivamente los estudios 
correspondientes, será reprimido con pena privativa 
de libertad no menor de tres ni mayor de cinco años y 
sesenta a ciento cincuenta días-multa.”

“Artículo 441.- Lesión dolosa y lesión culposa
El que, de cualquier manera, causa a otro una 

lesión dolosa que requiera hasta diez días de asistencia 
o descanso, según prescripción facultativa, será 
reprimido con prestación de servicio comunitario de 
cuarenta a sesenta jornadas, siempre que no concurran 
circunstancias o medios que den gravedad al hecho, en 
cuyo caso será considerado como delito. Se considera 
circunstancia agravante y se incrementará la prestación 
de servicios comunitarios a ochenta jornadas cuando la 
víctima sea menor de catorce años o el agente sea el 
tutor, guardador o responsable de aquella. 

Cuando la lesión se causa por culpa y ocasiona hasta 
quince días de incapacidad, la pena será de sesenta a 
ciento veinte días-multa.”

DISPOSICION COMPLEMENTARIA FINAL

Unica.- Exención de responsabilidad penal
Están exentos de responsabilidad penal por la 

comisión del delito de minería ilegal establecido en el 
artículo 307-A, quienes se encuentren en los siguientes 
supuestos: 

a. El sujeto de formalización minera que no logra 
la autorización final de inicio o reinicio de operaciones 
mineras por culpa inexcusable o negligente del funcionario 
a cargo del proceso de formalización. 

b. El agente de los delitos de minería ilegal, que se 
inserte al Registro Integral de Formalización Minera, 
dentro del plazo establecido en el numeral 4.2 del artículo 
4 del Decreto Legislativo Nª 1293. 

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al 
Congreso de la República. 
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Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los seis días 
del mes de enero del año dos mil diecisiete.

PEDRO PABLO KUCZYNSKI GODARD
Presidente de la República

FERNANDO ZAVALA LOMBARDI
Presidente del Consejo de Ministros

MARÍA SOLEDAD PÉREZ TELLO
Ministra de Justicia y Derechos Humanos

1471551-3

decreto legislativo
nº 1352

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N° 30506, Ley que delega en 
el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia 
de reactivación económica y formalización, seguridad 
ciudadana, lucha contra la corrupción, agua y saneamiento 
y reorganización de Petroperú S.A., el Congreso de la 
República ha delegado en el Poder Ejecutivo la facultad 
de legislar sobre dichas materias por un plazo de noventa 
(90) días calendario; 

Que, las facultades otorgadas en materia de seguridad 
ciudadana se encuentran previstas en el numeral 2) del 
artículo 2 de la citada ley; y, dentro de este numeral, el 
literal i) faculta al Poder Ejecutivo para incorporar la 
responsabilidad autónoma de las personas jurídicas 
involucradas en actos de corrupción, lavado de activos y 
financiamiento del terrorismo, respectivamente;

Que, el Perú ha ratificado los principales instrumentos 
internacionales en materia de lucha contra la corrupción, 
tales como la Convención de Naciones Unidas Contra la 
Corrupción, la Convención de Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional y el Convenio 
Internacional para la represión de la Financiación del 
Terrorismo; instrumentos que exigen al Perú regular la 
responsabilidad autónoma de las personas jurídicas 
por su participación en los delitos de corrupción, lavado 
de activos y financiamiento del terrorismo, sea en el 
ámbito penal, civil o administrativo, sin perjuicio de la 
responsabilidad penal que incumba a las personas 
naturales que los hayan cometido;

Que, asimismo, conforme a las Recomendaciones tres 
(3) y cinco (5) del Grupo de Acción Financiera Internacional 
(GAFI) y sus respectivas notas interpretativas, los 
países, entre ellos, el Perú - que asumió el compromiso 
de cumplirlas en el año dos mil - deben asegurar que se 
aplique a las personas jurídicas involucradas en los delitos 
de lavado de activos y de financiamiento del terrorismo 
responsabilidad penal, civil o administrativa; y, por su parte, 
la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores 
Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales 
Internacionales de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económico (OCDE), exige legislar la 
responsabilidad autónoma de las personas jurídicas por su 
participación en el cohecho activo transnacional;

Que, mediante Ley N° 30424, Ley que regula la 
responsabilidad administrativa de las personas jurídicas 
por el delito de cohecho activo transnacional, se estableció 
la responsabilidad de las personas jurídicas pero 
únicamente para el delito de cohecho activo transnacional, 
previsto en el artículo 397-A del Código Penal;

Que, con la finalidad de cumplir con todas las exigencias 
internacionales antes mencionadas, se hace necesario 
perfeccionar el marco normativo vigente y establecer 
un nuevo campo de responsabilidad administrativa que 
regule, además del delito de cohecho activo transnacional, 
la responsabilidad autónoma de las personas jurídicas 
que participan en otros delitos de corrupción, tales como 
el delito de cohecho activo genérico y cohecho activo 
específico, así como en los delitos de lavado de activos y 
financiamiento del terrorismo; 

De conformidad con lo establecido en el literal a) e 
i) del numeral 2 del artículo 2 de la Ley N° 30506 y el 
artículo 104 de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta al Congreso de la República;
Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

Decreto Legislativo que AMPLIA LA 
responsabilidad administrativa de las 

personas jurídicas 

Artículo 1.- Modificación la Ley N° 30424, Ley 
que regula la responsabilidad administrativa de las 
personas jurídicas por el delito de cohecho activo 
transnacional 

Modifíquense los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 11, 12, 
13, 14, 16, 17 y 18 de la Ley N° 30424, Ley que regula la 
responsabilidad administrativa de las personas jurídicas 
por el delito de cohecho activo transnacional, en los 
siguientes términos: 

“Artículo 1. Objeto de la ley 
La presente Ley regula la responsabilidad 

administrativa de las personas jurídicas por los delitos 
previstos en los artículos 397, 397-A, y 398 del Código 
Penal, en los artículos 1, 2, 3 y 4 del Decreto Legislativo 
N° 1106, Decreto Legislativo de Lucha Eficaz contra el 
Lavado de Activos y otros delitos relacionados a la minería 
ilegal y crimen organizado; y, en el artículo 4-A del Decreto 
Ley N° 25475, Decreto Ley que establece la penalidad 
para los delitos de terrorismo y los procedimientos para la 
investigación, la instrucción y el juicio.

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación
Para efectos de la presente Ley, son personas 

jurídicas las entidades de derecho privado, así como 
las asociaciones, fundaciones, organizaciones no 
gubernamentales y comités no inscritos, las sociedades 
irregulares, los entes que administran un patrimonio 
autónomo y las empresas del Estado peruano o 
sociedades de economía mixta.

El cambio de nombre, denominación o razón social, 
reorganización societaria, transformación, escisión, 
fusión, disolución, liquidación o cualquier acto que pueda 
afectar la personalidad jurídica de la entidad no impiden la 
atribución de responsabilidad a la misma.

En el caso de una fusión o escisión, la persona jurídica 
absorbente: (i) solo puede ser sancionada con el pago de 
una multa, que se calcula teniendo en cuenta las reglas 
establecidas en los artículos 5 o 7, según corresponda, y 
en función al patrimonio transferido, siempre que el delito 
haya sido cometido antes de la fusión o escisión, salvo 
que las personas jurídicas involucradas hayan utilizado 
estas formas de reorganización societaria con el propósito 
de eludir una eventual responsabilidad administrativa de 
la persona jurídica fusionada o escindida, en cuyo caso no 
opera este supuesto; y, (ii) no incurre en responsabilidad 
administrativa cuando ha realizado un adecuado proceso 
de debida diligencia, previo al proceso de fusión o 
escisión. Se entiende que se cumple con la debida 
diligencia cuando se verifique la adopción de acciones 
razonables orientadas a verificar que la persona jurídica 
fusionada o escindida no ha incurrido en la comisión de 
cualquiera de los delitos previstos en el artículo 1.

Artículo 3. Responsabilidad administrativa de las 
personas jurídicas

Las personas jurídicas son responsables 
administrativamente por los delitos señalados en el 
artículo 1, cuando estos hayan sido cometidos en su 
nombre o por cuenta de ellas y en su beneficio, directo o 
indirecto, por:

a. Sus socios, directores, administradores de hecho 
o derecho, representantes legales o apoderados de la 
persona jurídica, o de sus filiales o subsidiarias.

b. La persona natural que, estando sometida a la 
autoridad y control de las personas mencionadas en el 
literal anterior, haya cometido el delito bajo sus órdenes 
o autorización. 

c. La persona natural señalada en el literal precedente, 
cuando la comisión del delito haya sido posible porque 
las personas mencionadas en el literal a. han incumplido 
sus deberes de supervisión, vigilancia y control sobre 


